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4. IMPULSO Y CONTROL DE LA ACCIÓN DE GOBIERNO

470. Proposiciones No de Ley

PNL/000856-01
Proposición No de Ley presentada por el Grupo Parlamentario Socialista, instando a la Junta de 
Castilla y León a solicitar la retirada por parte del Gobierno de España del Anteproyecto de Ley para 
la racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, consensuando un nuevo texto con los 
Grupos Parlamentarios y la FEMP, así como con las Comunidades Autónomas, para su tramitación 
ante el Pleno.

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reunión de 7 de junio de 2013, ha admitido a trámite 
la Proposición No de Ley, PNL/000856, presentada por el Grupo Parlamentario Socialista, instando 
a la Junta de Castilla y León a solicitar la retirada por parte del Gobierno de España del Anteproyecto 
de Ley para la racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, consensuando un nuevo 
texto con los Grupos Parlamentarios y la FEMP, así como con las Comunidades Autónomas.
De conformidad con el artículo 163 del Reglamento se ha ordenado su publicación y acordado su 
tramitación ante el Pleno.
Los Grupos Parlamentarios podrán presentar enmiendas hasta seis horas antes del comienzo de la 
Sesión en que dicha Proposición No de Ley haya de debatirse.
En ejecución de dicho acuerdo se ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla 
y León, de conformidad con el artículo 64 del Reglamento.
En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 7 de junio de 2013.

La Secretaria de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Isabel Alonso Sánchez

La Presidenta de las Cortes de Castilla y León,
Fdo.: María Josefa García Cirac

A LA MESA DE LAS CORTES DE CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las Cortes de Castilla y León, al amparo 
de lo establecido en los artículos 162 y siguientes del Reglamento de la Cámara, presenta 
la siguiente PROPOSICIÓN NO DE LEY para su debate y votación ante el Pleno de la 
Cámara.

ANTECEDENTES

El Anteproyecto de Ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración 
Local, que informó el Consejo de Ministros el pasado viernes, 15 de febrero, y la nueva 
redacción que fue presentada a la Comisión Nacional de Administración Local el 21 de 
mayo y que ha sido remitida al Consejo de Estado para su informe, pone en cuestión 
la autonomía municipal garantizada por la Constitución Española, la Carta Europea de 
Autonomía Local y el Estatuto de Autonomía de Castilla y León.
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Este Anteproyecto pone en jaque los fundamentos del municipalismo, que siempre 
se han basado en la calidad de vida de los vecinos y vecinas, la convivencia cívica y la 
promoción de la participación ciudadana, un modelo que ha garantizado la cohesión social 
en nuestro país durante los últimos 30 años.

Ni la participación ciudadana, ni la calidad del espacio público local, ni la ciudadanía 
con sus necesidades y aspiraciones se citan siquiera en este anteproyecto, que limita 
las competencias locales, especialmente de los municipios, hasta ahogar la estructura 
de servicios para las personas que han creado los Ayuntamientos democráticos para dar 
respuesta a las necesidades sociales de la infancia, los jóvenes, las familias, las personas 
mayores y el conjunto de la ciudadanía.

Existe un acuerdo muy extendido en el mundo local sobre la necesidad de actualizar 
las leyes que regulan las competencias y la financiación de las entidades locales. 
Todos compartimos la necesidad de incorporar criterios de eficiencia al conjunto de las 
Administraciones públicas -y no solo a las entidades locales-, pero en ningún caso ello 
puede suponer la supresión o el encarecimiento de servicios esenciales, como los servicios 
sociales, educativos, sanitarios, de información y orientación a los consumidores y usuarios, 
de promoción de la igualdad de oportunidades, de apoyo a los jóvenes, de asistencia a 
las personas mayores, de inserción social de personas con necesidades específicas y de 
promoción del desarrollo local y el empleo.

En lugar de asegurar los servicios mínimos que deben prestar los ayuntamientos con 
el valor añadido de una gestión pública de proximidad, se hace que peligren seriamente.

Con esta reforma miles de alcaldes y alcaldesas de Castilla y León y sus equipos de 
gobierno, que han sido elegidos por sus vecinos en las urnas con un proyecto político para 
gobernar en sus pueblos y ciudades, ya no serán los responsables de tomar las decisiones 
y gestionar los servicios que deberían prestar desde sus Ayuntamientos.

Estos fueron instituciones clave para la transición democrática. Su gobierno de 
proximidad ha sido el eje de la vinculación ciudadana con el proyecto democrático. Los 
Ayuntamientos han transformado y modernizado España, han promovido la convivencia sin 
exclusiones y han garantizado la cohesión territorial más que cualquier otra administración, 
manteniendo prácticamente estable su participación en el conjunto del gasto público.

La propuesta del Gobierno de intervenir y vaciar de competencias a todos los 
Ayuntamientos limita el espacio político de la administración más cercana a la ciudadanía, 
su capacidad para garantizar la igualdad de oportunidades y, en consecuencia, hace más 
frágil nuestra democracia.

Este proyecto ignora cualquier criterio de evaluación de los servicios públicos locales 
que tenga que ver con su eficacia para dar respuesta a necesidades sociales de los 
ciudadanos y mejorar las oportunidades de la comunidad local para crear riqueza y empleo. 
Se limita a una evaluación de la eficiencia con la referencia exclusiva del coste estándar de 
los servicios y la estabilidad presupuestaria. Refleja un profundo desconocimiento del papel 
real que desempeña la estructura municipal en la vertebración del Estado.

La amenaza de intervención de los servicios de los municipios de menos de 20.000 
habitantes sin ninguna oportunidad de agrupación voluntaria para la prestación de estos 
servicio, así como la precarización institucional y la posibilidad de supresión sumarísima 
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de las 2.227 entidades locales menores y las 274 mancomunidades de la Comunidad, 
que constituyen una característica diferencial de Castilla y León, estructuran y dan valor a 
nuestro vasto territorio, constituye un serio riesgo para la despoblación, el envejecimiento 
y el abandono de nuestros pueblos y, en definitiva, para la sostenibilidad del medio rural.

El mundo local necesita competencias bien definidas y financiación suficiente; sin 
embargo este anteproyecto puede suponer el cierre de muchos servicios considerados 
impropios de cualquier administración, la deslocalización de otros servicios sociales de 
proximidad, el incremento de las tasas y precios públicos por la prestación de servicios y 
su privatización.

Por otro lado el desmantelamiento del sector público local puede poner en peligro 
muchos puestos de trabajo en Castilla y León, tanto directos de las entidades locales como 
en empresas adjudicatarias de servicios locales. Ni para unos ni para otros existe ninguna 
garantía en este anteproyecto.

Por todo lo expuesto, se formula la siguiente

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de Castilla y León a:

1. Solicitar la retirada por parte del Gobierno de España del Anteproyecto de Ley 
para la racionalización y sostenibilidad de la administración local y consensuar 
un nuevo texto con los grupos parlamentarios y la FEMP, así como con las 
CCAA que ejercen competencias en la materia y en algunos casos, como el de 
Castilla y León, garantizan en sus Estatutos la autonomía de la Administración 
local.

2. Proponer al Gobierno de España que en la redacción de un nuevo texto de reforma 
del régimen local se tengan en cuenta, al menos, los siguientes aspectos:

a.	 Que se dé un tratamiento específico y diferenciado a la Comunidad de Castilla 
León que cuenta con el 27  % de los municipios de España, 9 diputaciones 
provinciales, 2.227 entidades locales menores y 274 mancomunidades, 
que prestan servicios públicos locales en 6.161 núcleos de población, 
circunstancias que justifican el establecimiento de un régimen singular 
para esta Comunidad.

b.	Que se respete la competencia estatutaria de desarrollo normativo y 
ejecución en materia régimen local de la Comunidad (EA. Art. 71.1.1.º), en 
lo que afecta a las relaciones y traspasos de competencias y funciones 
entre administraciones locales de Castilla y León, así como a la regulación 
de las entidades locales menores, las comarcas, áreas metropolitanas, 
mancomunidades, consorcios y otras agrupaciones de entidades locales 
de carácter funcional y fines específicos, incluida la protección de las 
formas tradicionales de organización local (EA. Art. 49).

c.	 Que se tengan en cuenta en la reforma los principios de subsidiariedad, 
proximidad, calidad y equidad, incorporando instrumentos como estándares 
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de cobertura y calidad que permitan garantizar la igualdad en el acceso a 
los servicios públicos locales en todo el territorio nacional.

d.	La preservación de la autonomía local garantizada en el artículo 137 de la 
Constitución Española, los artículos 3 y 4 de la Carta Europea de Autonomía 
Local y los artículos 43 y siguientes del Estatuto de Autonomía de Castilla y 
León.

e.	 La reserva para las entidades locales de la gestión de una parte importante 
de los asuntos públicos, sin más modificación competencial respecto a la 
legislación vigente que la que dé cobertura a las actividades que vienen 
desarrollando en materia de promoción de la actividad económica, el 
empleo y la inserción laboral de colectivos con dificultades específicas en 
el mercado de trabajo, que es necesario potenciar en la actual situación 
económica y del empleo, así como en materia de atención a la juventud, 
promoción de la igualdad de la mujer y el apoyo a las víctimas de violencia 
de género.

f.	 El establecimiento de un régimen transitorio homogéneo para los eventuales 
traspasos de funciones entre administraciones, que pudieran derivarse de 
esta reforma, en el ámbito de las competencias locales.

g.	El mantenimiento de la cláusula general de competencias, que permite a 
los municipios ejercer su iniciativa en toda materia de interés local que 
no esté expresamente excluida de su competencia o atribuida a otras 
administraciones, que constituye la garantía institucional de la autonomía 
local (EA. Art. 45.3).

h.	La reforma de la financiación local para garantizar la suficiencia financiera 
de las entidades locales, como garantía efectiva de la autonomía local y de 
cumplimiento de los principios de equilibrio presupuestario, sostenibilidad 
financiera, calidad de los servicios e igualdad de acceso a los mismos.

i.	 Eliminación del "coste estándar" para la evaluación de los servicios 
públicos locales y su eventual traspaso entre administraciones.

j.	 Que no se suprima ningún servicio público local que pueda calificarse de 
impropio por razones de sostenibilidad financiera sin un plazo mínimo de 
un año para su adecuación a los criterios de sostenibilidad financiera de la 
reforma.

k.	 La potenciación de la asociación voluntaria de municipios para la prestación 
de los servicios que tienen legalmente encomendados en condiciones 
de eficiencia y sostenibilidad, como alternativa a su atribución directa e 
inmediata a las Diputaciones.

I.	 La no supresión forzosa de ningún municipio.

m.	La no intervención ni supresión de ninguna entidad local por razones de 
eficiencia, equilibrio presupuestario o rendición de cuentas sin otorgar los 
plazos y apoyos necesarios para la corrección de estas circunstancias.
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n.	La atribución a las entidades locales menores y a las mancomunidades de 
las mismas garantías institucionales que al resto de las entidades locales.

o.	La profundización de la participación ciudadana en la Administración local, 
de acuerdo con el Protocolo adicional a la Carta Europea de Autonomía Local, 
aún no ratificado por España, que propone facilitar procesos participativos 
como consultas, referendos o el ejercicio de iniciativa popular en el ámbito 
local, potenciando las posibilidades que ofrecen las TIC.

p.	El establecimiento de garantías para los empleados públicos que puedan 
verse afectados por la reforma en materia de situaciones administrativas, 
condiciones laborales y derechos económicos, así como para los trabajadores 
de los servicios externalizados.

q.	El establecimiento de garantías de continuidad para los servicios públicos 
locales de carácter social que actualmente prestan directa o indirectamente 
las entidades locales.

r.	 Garantizar la titularidad y el uso público del patrimonio propio o comunal 
que administran las entidades locales.

s.	 El reconocimiento del papel de los Ayuntamientos, especialmente los más 
pequeños, y las juntas vecinales, así como de la labor de los electos locales 
a favor de la igualdad de oportunidades, la democracia, la cohesión social 
y el mantenimiento del territorio para toda la sociedad.

Valladolid, 30 de mayo de 2013.

EL PORTAVOZ,
Fdo.: Óscar López Águeda
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